
minera, distinguiendo además, en su caso, la relativa a los 
recursos prioritarios. ^

Segundo.—Los beneficios fiscales que se conceden a la Em­
presa «Minas de Herrerías, S. A.», son de aplicación de modo 
exclusivo a las concesiones que componen el grupo Herrerías, 
en la provincia de Huelva.

Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en 
su caso, de los impuestos bonificados.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de julio de 1980.—P. D„ el Subsecretario de Ha­

cienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

19914 ORDEN de 30 de julio de 1980 por la que se con­
ceden a la Empresa «Unión Eléctrica de Cana­
rias, S. A.», los beneficios, fiscales a que se refiere 
el Decreto 175/1975, de 13 de febrero, sobre régi­
men de concierto en el sector eléctrico.

Ilmo. Sr.: De conformidad con lo establecido en el artículo 2.® 
del Decretó 175/1975, de 13 de febrero, sobre régimen de con­
cierto en el sector eléctrico, en 18 de abril de 1980 se ha firmado 
el Acta Específica de Concierto entre el Ministerio de Industria 
y Energía y la Empresa «Unión Eléctrica de Canarias, So­
ciedad Anónima», para la construcción y montaje de la obra 
civil y equipo mecánico y eléctrico correspondiente a la obra 
denominada Central Vapor Jinámar grupo IV, hasta su pleno 
y correcto funcionamiento, obra que se encuentra incluida en 
el acta General de Concierto de fecha 22 de octubre de 1978.

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo previsto en la Ley 152/1963, 
de 2 de diciembre, sobre industrias de interés preferente, y ar­
tículo 4.® del Decreto 175/1975, de 13 de febrero, y para cum­
plimiento de los términos de las Actas de Concierto, ha tenido 
a bien disponer:

Primero.—A los efectos del Concierto celebrado, y teniendo 
en cuenta los planes financieros y técnicos de la Empresa con­
certada, se conceden a «Unión Eléctrica de Canarias, S. A.», 
los siguientes beneficios fiscales, con arreglo, en lo pertinente, 
al procedimiento señalado por la Orden de 27 de marzo de 1965.

A) Exención de la cuota de Licencia Fiscal del Impuesto 
Industrial durante el período de instalación.

B) Aplicación de los beneficios de apoyo fiscal a la inver­
sión en los términos establecidos en los Decretos-ley 3/1974, de 
28.de junio, y 6/1974, de 27. de noviembre, en relación con las 
instalaciones acogidas al Decreto 175/1975, de 13 de febrero y 
la Orden del Ministerio de Hacienda de 10 de abril de 1975, si 
la Entidad concertada hubiese dado cumplimiento a lo dis­
puesto en el número primero A), de dicha Orden.

C) Reducción en la base imponible del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales del 95 por 100 en los supuestos 
a que se refiere el artículo 66,3, del texto refundido de la 
Ley del extinguido Impuesto General sobre Transmisiones Pa­
trimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por De­
creto 1018/1967, de 6 de abril. En ningún caso la deuda tributa­
ria será inferior a la que resultaría de aplicar a la base li­
quidable, determinada conforme a la normativa en vigor en 
30 de junio de 1980, los tipos previstos en dicha normativa, salvo 
que la calculada sobre la base imponible y los tipos estable­
cidos en la Ley 32/1980, de 21 de junio, determinara cantidad 
inferior, en cuyo caso prevalecerá ésta.

D) Reducción del 95 por 100 del Impuesto General sobre 
el Tráfico de las Empresas, Derechos Arancelarios, e Impuesto 
de Compensación de Gravámenes Interiores, que graven las im­
portaciones de los bienes de equipo y utillaje de primera ins­
talación que correspondan a inversiones previstas en el acta 
Específica de Concierto, siempre que, previo informe del Minis­
terio de Industria y Energía, se acredite que tales bienes no 
se fabrican en España y que el proyecto técnico que exija la 
importación de materiales extranjeros no puede ser sustituido 
desde el punto de vista económico y técnico por otro en que la 
industria nacional tenga mayor participación. Este beneficio po­
drá hacerse extensivo a los materiales y productos que, no 
produciéndose en España, se importen para su incorporación a 
bienes de equipo de fabricación nacional.

Los beneficios fiscales anteriormente relacionados que no 
tengan señalado plazo especial de duración se entienden con­
cedidos por el período de cinco años a partir de la fecha de 
publicación de la presente Orden. No obstante, para la reduc­
ción a que se refiere la letra D), el indicado plazo de disfrute 
se contará, en su caso, a partir del primer despacho provisio­
nal que conceda la Dirección General de Aduanas e Impuestos 
Especiales, de acuerdo con lo previsto en la Orden de 4 de 
marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obliga­
ciones que asume la Empresa concertada en las respectivas 
cláusulas del Acta General de Concierto y -del Acta Específi­
ca que desarrolla la misma podrá ser sancionado con la pri­

vación de los beneficios concedidos como consecuencia del Con­
cierto, incluso con carácter retroactivo si dicho incumplimiento 
fuera grave, y, por consiguiente, con el abono o reintegro, en 
su caso, de las bonificaciones o exenciones ya disfrutadas.

Si el incumplimiento no fuera grave, la privación de los 
beneficios concedidos no tendrá carácter retroactivo. Asimismo, 
y en función de la importancia del incumplimiento, la Adminis­
tración podrá considerar una privación parcial y/o temporal 
de los beneficios concedidos a la sustitución de la pérdida de 
beneficios por otra de carácter pecuniario..

Tercero.—En los casos en los que el incumplimiento fuera 
debido a fuerza mayor, riesgo imprevisible o demora por parte 
de la Administración en la resolución de las cuestiones de las 
que pudiera depender el incumplimiento, no se producirá la 
suspensión del beneficio si se acredita debidamente, a juicio del 
Ministerio de Industria y Energía, la realidad de las causas 
mencionadas.

Cuarto.—Para la determinación del incumplimiento se ins­
truirá un expediente de acuerdo, con el artículo 8.® del Decreto 
175/1975, del que se dará vista a la Entidad concertada para 
que formule las alegaciones que estime precisas.

Lo que comunico a V. I. para 6U conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de julio de 1980.—P. D., el Subsecretario de Ha­

cienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.
Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

19915 ORDEN de 30 de julio de 1980 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recur­
so contencioso-administrativo número 508.082.

Ilmo. Sr.:. En el recurso contencioso-administrativo ‘número 
506.082, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, pro­
movido por don Angel Gómez Montoya contra la Administración, 
representada y defendida por el señor Abogado del Estado, re­
ferente al Decreto 131/1976, de 9 de enero, por el que se intro­
dujeron determinadas modificaciones en el régimen de los com­
plementos del personal al servicio de la Administración de Jus­
ticia, ha dictado sentencia la mencionada Sala con fecha 4 de 
junio de 1980, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declarando inadmisible el recurso de don Angel 
Gómez Montoya, contra Decreto ciento treinta y uno/mil nove­
cientos setenta y seis, d'é nueve de enero, sin imposición de cos­
tas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va". definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos: Luis Vacas Medina, Antonio Agúndez Fernández, 
Adolfo Carretero Pérez, Pablo García Manzano, Jesús Díaz de 
Lope-Díaz y López (rubricados).

Publicación.—Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el excelentísimo señor don Adolfo Carretero Pérez, Magistra­
do Ponente que ha sido e nestos autos, estando celebrando 
Audiencia Pública la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el 
día de su fecha. De que Certifico, María del Pilar Heredero 
(rubricado).»

En su virtud, este Ministerio de conformidad con lo estable­
cido en le Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos,
Dios guarde a V. I.
Madrid, 30 de julio de 1980.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Ángel Marrón Gómez.
Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

19916 ORDEN de 30 de julio de 1980 por la que se dispone 
el cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala 
Quinta del Tribunal Supremo en el recurso conten­
cioso-administrativo número 508.230.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 508.230 seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
promovido por don Alejandro Campo Navarro contra la Admi­
nistración, representada y defendida por el señor Abogado del 
Estado, en impugnación del Decreto 131/1976, de 9 de enero, 
por el que Se introdujeron determinadas modificaciones en el 
régimen de complementos del personal al servicio de ia Admi­
nistración de Justicia, ha dictado sentencia la mencionada Sala 
con fecha 2 de mayo de 1980, cuya parte dispositiva es como 
s_igue:

«Fallamos: Que debemos declarar y declaramos la inadmi­
sibilidad propuesta por el Abogado del Estado de este recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Alejandro Campo 
Navarro contra el Decreto ciento treinta y uno/mil novecientos 
setenta y seis, de nueve de enero, con la pretensión procesal 
de que se modifique, a6Í como la Orden dol Ministerio de Jus-


